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LA PARTICIPACIÓN POPULAR Y EL ACCESO 
A LA ALIMENTACiúN: LOS CONSEJOS COMUNITARIOS 

DE ABASTO EN MÉXICO, 1979-1986 * 

JoNATHAN Fox t*;ll-

La crisis económica de México ha agudizado aún más su grave pro­
blema del hambre. La combinación de un mayor desempleo, salarios 
más bajos y el retiro de subsidios al consumo ha colocado al borde de 
la estricta supervivencia a un creciente número de familias. En rea­
lidad, antes de que se produjera la crisis los estudios gubernamentales 
consignaban que aproximadamente 9.5 millones de personas ( casi 42% 
de la población rural) sufrían de déficit calóricos de entre 25 y 40% 
debajo del estándar mexicano de 2 750 calorías diarias por persona 
(Montanari, 1987: 52). Con la crisis, la participación salarial en el 
ingreso nacional disminuyó de un máximo de 40.3% en 1976 a 27.7% 
en 1984 ( INco, 1986: 7). Los trabajadores tenían que gastar en ali­
mentos 78% del salario mínimo, comparado con 55% en 1976 (INN, 

Excélsior, 14-xi-86) .1 

El gasto público aumentó drásticamente durante el periodo del auge 

* Este trabajo se realizó con base en dos años de investigación de campo en México. Deseo 
agradecer a la Fundación Interamericana, al Centro de Estudios Mexicano-Norteamericanos 
de San Diego (Universidad de California) y al Instituto para el Estudio de la Política 
Mundial por su generoso apoyo para llevar adelante este estudio. También deseo extemar 
mi agradecimiento a los muchos funcionarios, promotores del desarrollo rural y líderes comu­
nitaricis que me dedicaron parte de su tiempo y de sus ideas. 

** Profesor del Departamento de . Ciencia Política del Instituto Tecnológico de Massa­
chusetts. Traducción del Inglés por Agustín Cue Mancera, profesor de la Universidad Autó­
noma Metropolitana, Azcapotzalco, Departamento de Economía. 

I Debido a que el subempleo es tan amplio y persistente, los mexicanos que trabajan tiem­
po completo y reciben el salario mínimo están considerados dentro de la mitad más alta de 
la distribución del ingreso. 
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petrolero y del endeudamiento externo de 1978-1982, y el destinado a 
los programas alimentarios no fue la excepción. Los subsidios generali­
zados al consumidor continuaron incluso después de la interrupción del 
auge en 1982, atenuando parcialmente los primeros cuatro años de 
crisis económica, hasta que, fueron eliminados en 1986. Este estudio 
analiza uno de los contados grandes programas alimentarios que sobre­
vivían hasta la primera mitad de los años ochenta, y que consistía en 
una numerosa cadena de tiendas rurales que atendían las áreas más 
remotas y asoladas por la pobreza en México. Mientras los programas 
alimenticios tradicionalmente beneficiaban en exclusiva a las áreas ur­
banas, el programa de los consejos comunitarios de abasto se dirigía 
específicamente a los pobres del campo. Este ejemplo de participación 
comunitaria en la realización de un programa político muestra cómo 
la orientación del conflicto social hacia el interior de las agencias gu­
bernamentales puede moldear directamente el acceso a la alimenta­
ción. El estudio comienza con una visión general de los retos que la 
crisis económica presenta para la política alimentaria, continuando con 
un análisis del caso mexicano. 

LA POLÍTICA ALIMENTARIA Y LA CRISIS 

Tres diferentes fuerzas interactúan para determinar el acceso de la 
unidad familiar a la alimentación: el acceso a la tierra, el ingreso mo­
netario y la disponibilidad de medios para la distribución de alimentos 
subsidiadqs.2 La mayoría de los casos de hambre son causados por la 
falta de acceso a una o más de estas tres fuentes. Por consiguiente, 
sólo puede entenderse completamente el hambre si esos tres factores 
son tomados en consideración. 

En México viven en el campo aproximadamente dos tercios de la po­
blación desnutrida. El acceso a la tierra cultivable y a los medios para 
trabajarla podrían permitir a los pobres del campo convertirse en pro­
ductores autosuficientes, mientras que la estabilidad laboral podría 
permitirles adquirir una.alimentación adecuada en el mercado. La am­
pliación de la reforma agraria para permitir un mayor acceso a la tie­
rra podría ser una solución parcial al problema del hambre en el 
campo; sin embargo, esta posib~lidad ha sido bloqueada por los inte-

2 Se entiende que el acceso de la unidad familiar a la alimentación es necesario, pero no 
suficiente, para una distribución equitativa entre los miembros de una familia. 
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reses. creados de las agroindustrias, los pes:iueños propietarios agrícolas 
y sus pcxlerosos aliados dentro del gobierno.3 Las perspectivas de un 
mayor, acceso a empleos estables no son mucho mejores. El gobierno 
reformista de Lázaro Cárdenas ( 1934-1940) puso el acento en la am­
pliación del mercado interno; sin embargo, desde entonces el enfoque 
industrializador del gobierno mexicano en la promoción de la tecno­
logía intensiva de capital y del crecimiento urbano generó su propio 
conjunto de intereses, bloqueando las medidas de política económica 
destinadas a incrementar significativamente el empleo rural. 

Si bien los problemas de la tierra y el empleo se han estudiado cada 
vez más, no ha ocurrido lo mismo con los referentes al aceso a los ca­
nales no mercantiles de la distribución de alimentos,· tales como los 
subsidios gubernamentales.4 En todo el mundo los subsidios alimenta­
rios están politizados en extremo. A lo largo del tiempo los incremen­
tos abruptos en el precio de los alimentos se han asociado con los tras­
tornos sociales. Pocas veces es suficiente la "necesidad objetiva" para 
explicar los subsidios alimentarios; en cambio, la "percepción de una 
amenaza" se encuentra comúnmente involucrad3í Por consiguiente, 
las políticas de subsidios alimentarios son usualmente el resultado .. de 
la convergencia entre la política de los grupos de presión y la compren­
sión de los respqnsables de la política económica respecto al manteni­
miento de la estabilidad política. 

Los subsidios alimentarios generalizados están usualmente al alcance 
de todos los consumidores urbanos, independientemente de que los re-

3 A pesar de 70 años de reforma agraria, actualmente existen más .campesinos sin tierra 
que antes de la Revoluci6n de 1910-1917. Los cálculos de esta poblaci6n campesina la ele­
van a cinco millones, debiendo pasar de un trabajo estacional a otro, ganando pocas veces 
el salario mínimo. La mayoría conserva cierto acceso a la tierra, pero sus parcelas, así como 
los servicios de apoyo del gobierno, son inadecuados para proporcionar la subsistencia durante 
todo el año. De acuerdo con expertos del Instituto Nacional de Nutrici6n de México, apro­
ximadamente tres millones de mexicanos han sido forzados a emigrar a las ciudades ( en 
ambos lados de la frontera) desde el comienzo de la crisis econ6mica de 1982. Véanse, entre 
muchas más, las siguientes obras básicas sobre la Reforma Agraria de México: CEPAL (1978); 
Esteva, (1983); Sanderson (1981), y Warman (1980a, 1980b). Acerca de la migraci6n 
campo-ciudad, véase Grindle ( 1988) y los múltiples trabajos del Centro de Estudios Mexi­
cano-Norteamericanos de San Diego, Universidad de California. Respecto a los campesinos 
sin tierra, véase Astorga (1985), de Grammont (1986) y Paré (1977). 

4 Si bien existen investigaciones sobre los costos económicos y el impacto de los subsidios 
al consumidor, contamos con pocos estudios referentes a su determinaci6n, fundamentalmente 
política. Para los análisis econ6micos de los subsidios alimentarios, véase Austin, ed. ( 1981 ) , 
Timher, Pearson y Falcon ( 1982), y las publicaciones del Instituto Internacional para la 
Investigaci6n de la Política Alimentaria (p. ej. Lusting, 1986). Para análisis adicionales de 
la política de los subsidios alimentarios en México, véasP. Fox ( 1986). 
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quieran o no. 5 Los gobiernos se basan en ellos con frecuencia para ate­
nuar los conflictos políticos y para mantener unidas a las amplias coa­
liciones gobernantes. 

Al mantener relativamente· bajos los precios de los alimentos en las 
ciudades, los empresarios .también pueden mantener reducidos los sala­
rios industriales. Estas . políticas populistas de "suma positiva" para 
abordar los problemas sociales son cada vez más inviables, tanto eco­
nómica como políticamente. Dado que la mayoría de los programas 
sociales en América Latina han fracasado reiteradamente en el intento 
de beneficiar a la población más pobre, incluso cuando disponían de 
recursos, resulta difícil que dar "más de lo mismo" (p. ej., más inter­
vención gubernamental convencional) sea la respuesta al problema del 
hambre, particularmente en ausencia de una solución a la crisis inter­
nacional de la deuda. ¿ Cómo, entonces, pueden los gobiernos atacar la 
pobreza y el hambre con programas que mantienen condiciones de aus­
teridad económica a largo plazo? 

La clave para enfocar el problema del hambre en el marco de las 
poderosas restricciones políticas y económicas, es desarroHar políticas 
alimentarias que canalicen los escasos recursos sociales con eficiencia 
y equidad hacia los más necesitados. Por eficiencia entendemos propor­
cionar el servicio con un mínimo de desperdicio burocrático, y por 
equidad, el acceso confiable a la alimentación por parte de la pobla­
ción de menores ingresos y mayor vulnerabilidad, sin condiciones polí­
ticas. 

El estudio del acceso a los subsidios alimentarios del gobierno es cru­
cial para analizar las perspectivas de crear una protección social mí".'. 
nima para la población de menores ingresos en el panorama de crisis 
económica en curso. 

A menos que se establezc.an para la ciudad y el campo subsidios 
alimentarios selectivos, que sean viables política y económicamente, 
el peso de la crisis de deuda de los años ochenta continuará recayendo 

s El problema del acceso a la alimentación por medio de subsidios es una parte de la 
pregunta más amplia de a qué intereses sirve el gobierno, c6mo los sirve y por qué. Tradi­
cionalmente la mayoría de los programas .sociales de los gobiernos latinoamericanos servían 
primordialmente para consolidar a los sectores electorales urbanos, relativamente privilegia­
dos, mediante el clientelismo, las concesiones a la minoría de trabajadores urbanos capaces 
de sindicalizarse, y la creación de oportunidades de empleo para la clase media (p. ej., los 
programas de seguridad social) . Sin embargo, la mayoría de los subsidios gubernamentales 
se asignan usualmente como instrumentos de política económica (p. ej., energía a bajo 
costo, infraestructura, crédito y otros insumos para proyectos industriales intensivos de capital). 
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pesadamente sobre los niños latinoamericanos que son severamente 
perjudicados por la desnutrición. De los dos millones de niños que i:ia­
cen anualmente en México, cien mil mueren por motivos vinculados 
a la desnutrición, mientras que un millón sobrevive con limitaciones 
físicas y mentales debidas a la falta de alimentos (Instituto Nacional 
de la Nutrición, Excélsior, 14-xi-86). 

Insistir en la selección para la provisión social de los subsidios ali­
mentarios, es algo más fácil de decir que de poner en práctica; la his­
toria de la política social en América Latina está repleta de ejemplos 
sobre programas que fracasaron en la misión de beneficiar a sus desti­
natarios ostensibles. Es poco frecuente que los burócratas gubernamen­
tales consideren dentro de su interés inmediato el proporcionar los 
recursos escasos a los grupos sociales de bajos ingreso. Su interés respon­
de con mayor frecuencia a consumir ellos mismos esos recursos, sea en 
forma directa o canalizándolos a los grupos sociales más poderosos a 
cambio de prebendas políticas o económicas.6 El reto de cualquier pro­
grama selectivo de subsidios es enfrentar la estructura existente de in­
centivos, y sustituirla por otra que promueva la provisión del servicio 
con equidad y eficiencia. Una de las alternativas más promisorias es 
la de confiar la asignación de los escasos recursos a las mismas organi­
zaciones de beneficiarios. Las organizaciones democráticas locales com­
binan el interés material directo en la provisión del servicio con la ca­
pacidad de hacer responsable de sus acciones al gobierno frente a las 
comunidades de bajos ingresos. · 

La consolidación de las organizaciones representativas locales se -re­
conoce crecientemente como uno de los factores clave que convierte 
los limitados recursos físicos y económicos en éxitos de los esfuerzos· de 
desarrollo rural. 

6 Tendler (1982) y Leonard (1982) analizan c6mo la estructura de los proyectos de desa­
rrollo y su grado de vulnerabilidad a la monopolización de los grupos elitistas locales afecta 
la magnitud en que sus beneficios son sustraidos a los pobres del campo. Como señala Heaver 
en su estudio de la politica de la puesta en práctica de los proyectos de desarrollo rural, 
"los nuevos programas y proyectos deben tener en consideración la politica burocrática, y 
proporcionar un incentivo, en términos de la ventaja personal percibida, para los burócratas 
participantes en cada nivel. Los burócratas, igual que los campesinos, son racionales. No 
es frecuente que la ignorancia y la apatia sean los determinantes de su conducta, sino que 
los sistemas de incentivos existentes hacen que esté en el interés racional propio de los fun­
cionarios ser apáticos en la consecución de las metas de desarrollo" ( 1982: rv-v). Este estudio 
plantea que los incentivos dominantes tienden a impulsar la perpetuación de ias causas del 
subdesarrollo más que la simple "apatia", por lo que resulta útil prestar atención cuidadosa 
a la estructura de incentivos que enfrenta cada participante. 
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El estudio de Esman y Uphoff, que cubre más de 150 asociaciones 
· de_ desarrollo locales, cooperativas y otras organizaciones populares del 
mundo en desarrollo, concluye que la capacidad de proveer a los ciuda­
danos del campo con medios de participación en las decisiones polí­
ticas es "esencial para lograr el amplio desarrollo rural" ( 1984: 15); 
o sea, enfatizar la importancia_ de las organizaciones locales como· "in­
termediarios" del desarrollo, lo cual permite al E~tado acercarse cons­
tructivamente a las organizaciones populares.7 La cadena de tiendas 
campesinas de México abrió una de las más importantes oportunida­
des para la creación de organizaciones locales representativas, desde 
las reformas estructurales mexicanas de los años treinta. 

EL PROGRAMA DE DISTRIBUCIÓN ALIMENTARIA RURAL DE MÉXICO 

El gobierno mexicano creó en 1979 un programa nacional de distribu­
ción alimentaria rural gestionado por las comunidades, en el momento 
en que el ingreso petrolero y el proveniente del endeudamiento externo 
convergían produciendo la ilusión de la abundancia. La entonces pro­
metedora situación económica de México, combinada con un cambio 
en la correlación de fuerzas políticas dentro del Estado, propició que 
se diera un mayor compromiso al canalizar los recursos para enfrentar 
el problema del hambre. Pero los reformistas carecían aún de la su­
ficiente influencia política para confrontar los intereses que se opo­
nían, fuera a incrementar el acceso a la tierra o a reorientar al modelo 
de desarrollo hacia un uso más intensivo del trabajo. Los comercian­
tes de granos privados, muchos de los cuales eran oligopolistas locales, 
constituían un blanco políticamente más vulnerable. Es más, las 'inves­
tigaciones sobre el México rural, tanto independientes como patro-

7 Esman y Uphoff sostienen que son cruciales cuatro factores para la efectiva organización 
rural. Concluyen que las organizaciones de membresía locales deberían: primero, tener más 
de un nivel de organización para permitir la intermediación efectiva entre el sector campe­
sino y el gobierno, o el sector privado. Segundo, las organizaciones locales deberían comple­
mentar --en vez de competir- a otras organizaciones de desarrollo. Tercero, los vínculos 
horizontales y verticales juegan un papel esencial para aumentar la eficacia de los esfuerzos 
de las organizaciones locales. Los vínculos horizontales acercan a las organizaciones locales 
que tienen intereses comunes, mientras que los vínculos verticales les permiten hacerse escu­
char mejor en los círculos donde se elabora la política económica. Cuarto, Esman y Uphoff 
encuentran que son esenciales los múltiples canales de la comunicación vertical para vincular 
efectivamente al gobierno y a las organizaciones populares (1984:29-30). Véase también 
Uphoff (1986). 
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cinadas por el gobierno, desde mucho tiempo atrás habían puesto en 
claro las diversas formas mediante las cuales los monopolistas locales 
mantenían atrapados a los pobres del campo en un círculo de pobreza. 
Por consiguiente, los reformistas responsables de la política alimenta­
ria eligieron intervenir activamente en los mercados alimentarios ru­
rales como un medio de ampliar el acceso a los alimentos básicos. 

El programa CONASUPO-COPLAMAR creó una cadena nacional de mi­
les de tiendas comunitarias que proporcionó alimentos subsidiados a 
la población mexicana de menores ingresos, alcanzando para 1986 un 
número mayor a 13 000 comunidades.ª El gobierno proveía los ali­
mentos subsidiados y las comunidades organizaban las tiendas campe­
sinas. La mayor parte del programa era operado por la Compañía 
Nacional de Subsistencias Populares ( coNASUPO). Dicha institución es 
en importancia la segunda empresa paraestatal no financiera, después de 
PEMEX, y se encarga de comprar, procesar y distribuir alimentos bási­
cos en gran escala. 

El propósito primordial de coNASUPO es presentarse como promotora 
de la justicia! social, y por consiguiente legitimadora del gobierno. Los 
objetivos de coNASUPO la obligan a responder en cierto grado a las 
demandas campesinas. En ocasiones, esta misión institucional crea un 
medio receptivo a la idea de que el acceso a la· alimentación es un dere­
cho, y que el Estado debiera impulsar a sus aliados campesinos para 
luchar por tal derecho dentro del sistema político establecido. Sin em­
bargo, este sesgo institucional nunca fue suficientemente fuerte como 
para hacer que el enfoque reformista dominara la política alimentaria 
en la práctica.Estaba a discusión qué grupos de presión se beneficiarían 
más de la regulación del mercado de granos: los productores, los con­
sumidores, o los comerciantes privados y los industriales. Los reformis­
tas sólo fueron capaces de intervenir a nombre de los campesinos en 
las ocasiones en que controlaban efectivamente la puesta en marcha 
de la política alimentaria. A lo largo de los años setenta· y ochenta la 
correlación de fuerzas dentro de CONASUPO se desplazó de un lado a 
otro entre las corrientes "pro" y "anticampesinas", dependiendo de los 

8 El número de tiendas rurales se incrementó significativamente conforme la cadena co­
NASUPO-COPLAMAR se expandía y las concesiones privadas tradicionales eran eliminadas gra­
dualmente. El porcentaje de tiendas rurales se elevó de 31% en 1977 a 81% en 1982, cuando 
llegaron a ser más de 9000 (Informe de gobierno, 1983: 178). Para 1986 DICONSA proveía 
a más de 13 000 "tiendas campesinas" de un total nacional de más de 19 000. Con excepción 
de los grandes centros comerciales y de las tiendas sindicales, la mayoría de las tiendas rura­
les restantes eran concesiones a empresarios privados (mcONSA, memorándum interno, 1987). 
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cambios en la atmósfera política nacional.9 La decisión de emprender 
el programa CONASUPO-COPLAMAR fue el comienzo del desplazamiento 
hacia la dirección reformista de la política alimentaria. 

Los ORÍGENES DE CONASUPO-COPLAMAR 

La Coordinación General del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y 
Grupos Marginados ( COPLAMAR) fue establecida al comienzo del se­
xenio del presidente López Portillo ( 197 6-1982) . En su discurso de 
toma de posesión continuó la larga tradición mexicana de la retórica 
populista oficial, al pedir el perdón a los desposeídos y marginados, 
pese a que en el momento presidía un fuerte viraje hacia la austeridad 
y el conservadurismo económico. El presidente había heredado la cri­
sis económica más fuerte de las últimas décadas, y su libertad de acción 
en la arena económica estaba seriamente limitada por el acuerdo es­
tablecido con el Fondo Monetario Internacional. Pero en 1978 López 
Portillo comenzó a llevar adelante su programa político, que incluía 
la liberalización parcial del sistema electoral. 10 Para 1979 el ingreso 
petrolero comenzó a fluir y la economía mexicana entró en auge. López 
Portillo desplazó gradualmente su énfasis inicial de renovar las condi­
ciones de la acumulación de ·capital hacia la revitalización de la des­
cuidada base social del régimen. 

Los discursos típicos del presidente vinculaban los problemas de la 
energía y de la alimentación, enfatizando su importancia tanto para 
la autonomía nacional como para el desarrollo económico. La industria 
petrolera recibió enormes inversiones, utilizando buena parte de las 

9 Acerca de los esfuerzos reformistas de la CONASUPO a principios de los años setenta, véase 
Austin (1978); Esteva (1979); y Grinde (1977). Para una importante visi6n amplia y 
crítica del papel de OONASUPO en el sistema agroindustrial mexicano, véase Barldn y Suárez 
( 1985) . Respecto al papel de dicha agencia en el aprovisionamiento de los subsidios alimen­
tarios, véase Lusting ( 1986). Para una discusi6n de la amplitud de las actividades de co­
NASUPO en la estrategia de autosuficiencia alimentaria del Sistema Alimentario Mexicano 
(5AM) durante 1980-1982, véase Austin y Fox ( 1987). Para los estudios detallados de caso 
de los esfuerzos más reformistas durante este periodo, el Programa de Apoyo (PACE) y co­
NASUPO-COPLAMAR, véase Fox ( 1986). 

10 Debido a que la mayoría de los partidos políticos eran ilegales o no consideraban legi­
timo el proceso electoral, L6pez Portillo obtuvo la presidencia sin oposici6n. La falta de una 
contienda aunque fuera formal, aunado al clima de crisis política que acompañ6 al periodo 
de transici6n de 1976, coloc6 el problema de la legitimidad política del sistema ante el pueblo 
directamente en el programa político del Presidente. 
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divisas que generaba, al mismo tiempo que se descuidaba la alimenta­
ción y el sector agrícola en el periodo 1977-1979. La resolución del. 
problema energético creó presiones que distrajeron la atención sobre 
la política alimentaria y, en particular, sobre "hacer algo" respecto a la 
pobreza rural y la pérdida de la autosuficiencia alimentaria nacional. 

A pesar de la falta de entusiasmo de parte de las principales secre­
tarías, hacia finales de 1979 los funcionarios de COPLAMAR pudieron 
presionar con éxito para conseguir una asignación mayor de recursos 
para los servicios sociales básicos, tales como clínicas rurales con ser­
vicios médicos elementales y tiendas campesinas en .las áreas de meno­
res ingresos en México.11 COPLAMAR consiguió los mayores avances en 
aquellas áreas donde encontró a los .aliados institucionales más recep­
tivos: CONASUPO e IMss (Instituto Mexicano del Seguro Social). En 
1980 se le dió a CONASUPO-COPLAMAR un estímulo adicional cuando el 
presidente anunció que México iba a luchar para recuperar la autosu­
ficiencia alimentaria nacional. La nueva estrategia del Sistema Ali­
mentario Mexicano ( SAM) era la de revitalizar la producción campe­
sina cerealera de temporal que había sido descuidada al favorecer la 
producción en gran escala de bienes de lujo y exportación en tierras 
generalment<; de riego.12 

Los programas de COPLAMAR y del sAM fueron "revoluciones desde 
arriba'\ siendo primordialmente iniciativas de altos funcionarios per­
tenecientes al sector liberal de la élite política.13 Un ex funcionario de 

11 Con gran detalle, COPLAMAR document6 la pobreza de México publicando los estudios 
correspondientes conjuntamente con la editorial Siglo xxr, bajo el titulo Necesidades esencia­
les en México. La obra, editada en cinco volúmenes, analiza los problemas de nutrici6n, sa­
lud, vivienda, educaci6n y la distribuci6n geográfica de los indicadores de "marginalidad". 

12 Acerca de la pérdida de la autosuficiencia alimentaria véase, entre otros, Barkin (1987); 
Barkin y Suárez ( 1985) ; Luiselli ( 1980) ; Luiselli y Mariscal ( 1981) ; Redclift ( 1981). A 
finales de los años setenta los académicos especializados y los comentaristas políticos nacio­
nalistas desplegaron una fuerte campaña crítica sobre el sesgo gubernamental en favor de 
los grandes agricultores exportadores, con tierras en zonas de riego, en detrimento del apoyo 
a los productores canipesinos cerealeros ubicados en áreas de temporal. La estrategia del 
Sistema Alimentario Mexicano (sAM) de 1980 a 1982 legitim6 aquellos planteamientos al 
coincidir con ellos e influir en los análisis del gobierno. Para una visi6n del SAM, véase Austin 
y Esteva, editores (1987); Fox (1986), y Spalding (1985). Para una ·panorámica del 5AM, 

véase Austin y Esteva, editores (1987); Fox (1986), y Spalding (1985). 
13 Según Cassio Luiselli, el autor y director del SAM, COPLAMAR fue "un gran aliado" 

en el impulso de la reforma alimentaria nacional, tanto en forma directa como indirecta. 
Desde puntos distintos de la cadena alimentaria, el SAM, principalmente en el proceso pro­
ductivo, y CONASUPO-COPLAMAR en la comercializaci6n, cada uno intentó atacar el antiguo 
problema de la pobreza rural de México con lo que consideraban reformas estructurales'. 
Una de las iniciativas básicas del SAM era que el gobierno elevara los precios agrícolas de 
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alto rango de COPLAMAR enfatizó que la decisión de establecer el pro­
grama fue "totalmente de arriba hacia abajo", sin que en ella hubiera 
presión directa de las organizaciones campesinas oficiales o indepen­
dientes. Las organizaciones campesinas que presionaban al gobierno 
en aquellos momentos estaban más interesadas en obtener derechos a 
la tierra que en los subsidios alimentarios. De acuerdo con un impor­
tante estudio sobre los variables niveles de descontento campesino du­
rante el gobierno de López Portillo, los dos años anteriores a la decisión 
de establecer COPLAMAR fueron los más tranquilos de todo el periodo.14 

En otras palabras, una corriente gubernamental, instalada en posicio­
nes de alto nivel . y con una visión ~e largo alcance acerca de la nece­
sidad de contener el incremento potencial del descontento social, con­
siguió una influencia creciente en el diseño de la política económica 
en el marco del auge petrolero y del endeudamiento externo.1s 

garantía, aunque esta medida podría perjudicar a los consumidores agrícolas de bajos ingre­
sos. Como afirmaba la Comisión de Precios del Gabinete Agrícola en una propuesta interna 
en 1980, "el aumento del precio de garantía tendrá un impacto regresivo en amplios sectores 
de la población rural, ya que muchos campesinos no producen suficiente maíz para satisfacer 
sus necesidades de consumo. Por consiguiente, tienen que comprar maíz en el mercado, a 
precios que con seguridad se incrementarán significativamente. Por tanto, recomendamos en­
fáticamente que CONASUPO, por medio de su programa CONASUPO-COPLAMAR, participe am­
pliamente en las áreas deprimidas, manteniendo ahí el precio corriente del maíz". 

14 Véase Aguado López y otros ( 1983: 65). Como un exadministrador de COPLA MAR de 
nivel medio lo explicaba: "La intención de COPLAMAR era tratar de controlar el descontento 
campesino y su organización independiente, ser un mediador de dicho descontento o man­
tenerlo dentro de ciertos límites. El programa estaba fundamentalmente dirigido al sector 
pobre del campesinado. (Después de la reacción antirreformista de 1976). El Estado tenía 
que optar, por un lado, por una línea que respetara los intereses de la oligarquía agraria dis­
minuyendo el ritmo de la distribución de tierras, pero por otro tenía que ofrecer alguna 
salida a la situación del campo. "Aguado López y sus colegas encontraron que los niveles 
de movilización comenzaron a elevarse significativamente en 1980, y continuaron acrecen­
tándose en 1981 y 1982. Cualesquiera que hayan sido las intenciones de la política alimen­
taria de los reformistas, esta pauta de comportamiento es congruente con la hipótesis de que 
el viraje reformista respecto a la política alimentaria, en 1980-1982, impulsó la movilización 
campesina al incrementarse las posibilidades de obtener concesiones. 

IS El punto de vista de los propios políticos reformistas es consecuente con este enfoque, 
~egún un alto asesor político del director de DICONSA, la agencia distribuidora de CONASUPO, 

las razones para la "democratización en estos programas va más allá del gobierno de López 
Portillo, incluso más allá del gobierno del expresidente Echeverría; data del movimiento (estu­
diantil) de 1968 cuando muchas de las personas que participaron en él. .. se fueron a rea­
lizar trabajo político al campo después del 2 de octubre (la matanza por el ejército de varios 
cientos de estudiantes desarmados que protestaban contra el gobierno). Ocurrieron dos cosas: 
primero, hubo la decisión política en los más altos niveles del gobierno para abordar el pro­
blema de la participación popular de una manera democrática, dado que el vínculo entre 
la base y el Estado se había dislocado, o roto. Esa fue una de las razones por la que el Es­
tado intentó recobrar su base social mediante una ampliación de la democracia en ciertas 
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Los OBJETIVOS DE CONASUPO-COPLAMAR: LA INNOVACIÓN POLÍTICA 
Y LA PARTICIPACIÓN POPULAR 

El fin oficial de la política económica era proporcionar alimentos básicos 
al precio oficial a la que coNASUPO-COPLAMAR definió como "pobla­
ción objetivo preferente". Las encuestas nacionales sobre el nivel de 
vida llevadas a cabo por coPLAMAR, sirvieron de base para determinar 
.las necesidades objetivas. Se ~ncontró que por lo menos 10 000 comu­
nidades rurales requerían acceso a la "canasta básica" de bienes sub­
sidiados, lo que representaba aproximadamente veinte millones de per­
sonas. Se consideró que las "tiendas campesinas" del programa 
alimentario tendrían un impacto sobre la población en ua radio de 
cinco kilómetros alrededor de cada una de ellas. Debido a las restric­
ciones operativas el programa se limitaba a atender comunidades con 
más de 500 habitantes y acceso permanente a ellas ( DICONSA, 1982 : 
1-4). 

El cambio esencial en la distribución de alimentos en el campo por 
parte del gobierno, no fue el eventual aumento del número de tien­
das sino el cambio que indujo COPLAMAR en la forma en que mcoNSA 
(la subsidiaria de coNASUPO ep. el comercio al menudeo) las organi­
i.aba. Hasta 1979, la mayoría de las tiendas rurales de mcoNSA eran 
concesiones otorgadas a empresarios privados, o eran dirigidas por 
otras agencias agrícolas del gobierno. Sin embargo, una evaluación 
oficial de DICONSA concluía que: 

La experiencia con este tipo de empresas muestra un problema operativo 
esencial, consistente en garantizar el destino final y el precio de los produc­
tos en las tiendas rurales, cuya supervisión se complicaba debido a su número 
y aislamiento. La operación de las tiendas concesionadas, que enfrentaban 

políticas y regiones. Segundo, la gente que fue al campo a realizar actividad política comenzó 
a trabajar a nivel popular para organizar movimientos sociales autónomos e independientes. 
En el caso de CONASUPO-COPLAMAR hubo una convergencia de las expectativas y necesidades 
políticas del gobierno y un proceso de organización y popular que ya estaba en curso. No 
creo que la organización o la democratización ocurrieron espontáneamente o que llegaron 
como producto de la posición política del gobierno, sino que la posición reformista prove­
niente de arriba convergió con el movimiento proveniente de abajo". Este mismo asesor polí­
tico actuó como canal de comunicación entre los líderes reformistas del gobierno y los líderes 
de los movimientos populares. Su opinión muestra que la "estrategia. del sandwich", consis­
tente en presionar coordinadamente desde arriba y desde abajo en favor de una mayor de­
mocratización, fue conscientemente buscada tanto desde afuera como desde el interior del 
Estado. 
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un mercado en el cual los precios de los productos básicos eran tres o cuatro 
veces superiores al precio oficial, en los casos del maíz, el azúcar y el frijol, 
hacía prácticamente imposible evitar las prácticas corruptas consistentes en 

· la desviación de los productos subsidiados a otras tiendas e ind_ustrias, o su 
venta a precios por arriba de los fijados oficialmente (mcoNsA, 1982: 3, subra­
yados del autor). 

DICONSA fracasó en su intento de canalizar los alimentos subsidiados 
a los pobres del campo mediante el sector privado. 

Los planificadores de coNASUPo-coPLAMAR decidieron que podrían 
servir a los consumidores rurales de bajos ingresos con eficiencia y equi­
dad sólo si se cumplían cuatro condiciones. Primera, el programa ne­
cesitaba del abasto garantizado de bienes básicos. Poco tiempo antes 
de que se estableciera la cadena coNASUPO-COPLAMAR, el gobierno de 
López Portillo ya había lanzado la marca de alimentos básicos "Alian­
za", producidos por empresas tanto públicas como privadas. La dis­
tribución de estos artículos se realizaba por medio de los canales gu­
bernamentales, haciendo accesible para la cadena de tiendas rurales 
y urbanas alimentos procesados de bajo costo (por ejemplo, leche en 
polvo, azúcar, sal, galletas, harina, pastas, aceite para cocinar). 

En segundo lugar la cadena de tiendas requería su propia cadena 
de almacenes, que estuvieran situados estratégicamente, al alcance de 
las áreas objetivo. Los almacenes de mcoNSA se habían ubicado tradi­
cionalmente en las capitales de los estados, cuya distancia a las tien­
das rurales elevaba los costos de distribución y cuya administración 
hacía más probable la desviación de los alimentos subsidiados a los 
consumidores urbanos y comerciantes. El. auge propiciado por el pe~ 
tróleo y el endeudamiento externo hiw posible que el gobierno cons­
truyera primero 200 y luego 260 grandes almacenes regionales, desti­
nados exclusivamente a atender las tiendas campesinas. 

En tercer lugar, los planificadores de coNASUPO-COPLAMAR decidie­
ron que una de las lecciones que había dejado esta experiencia era 
que la cadena de tiendas y almacenes sólo podía basarse en un ser­
vicio propio de transportes. La razón era que el personal de mcoNsA 
no estaba dispuesto a sacrificar sus propios vehículos y en muchas áreas 
remotas los intermediarios monopolizaban la transportación privada. 
En los dos primeros años del programa, coNASUPO-COPLAMAR pudo 
adquirir más de 3 000 vehículos, facilitando grandemente tanto la pro­
moción de la organización comunitaria como la canalización de los 
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alimentos (mcoNsA, 1982:7). La creación de una infraestructura in­
dependiente ( esto es, el disponer de los almacenes y la transportación) , 
le dio a los planeadores reformistas un control mucho mayor sobre las 
operaciones que el que habían tenido en el pasado cuando dependían 
mucho más del aparato con que contaba DICONSA. 

En cuarto lugar, los planeadores concordaban: en· que la participa­
ción comunitaria genuina en la puesta en práctica de la política ali­
mentaria era esencial para garantizar el precio y el destino final de 
los alimentos. De su experiencia anterior con los concesionarios priva­
dos concluían que "la única opción válida era involucrar a la comu­
nidad misma en la supervisión, e incluso en la propia administración de 
las operaciones" ( DICON SA, 198 7 : 4) La mayo ría de los gobiernos con­
sideran útil la participaicón comunitaria sólo como un medio para im­
pulsar el flujo ascendente de la información técnica requerida para 
aumentar las inversiones locales, o como un mecanismo para compar .. 
tir los costos de mantenimiento del proyecto si es que le conceden al­
guna utilidad. Por el contrario, los procedimientos de participación 
comunitaria de coNASUPo-coPLAMAR intentaban primordialmente ha­
cer al mismo aparato burocrático más responsable de sus acciones en 
relación con sus clientes ostensibles, delegándoles poder sobre la polí­
tica alimentaria.16 El personal existente estaba demasiado comprome­
tido con los intereses burocrátícos y privados para poner en práctica 
este cambio de política; un conjunto· nuevo de promotores rurales ten­
dría que ser contratado. 

EL PROCESO DE PROVISIÓN DEL SUBSIDIO 

El programa coNASUPo-coPLAMAR fue diseñado para aumentar el po­
der de negociación campesina frente a los intermediarios privados. Las 

16 El principal esfuerzo anterior de México para integrar la participación comunitaria al 
proceso político ocurrió con el programa del PIDER, apoyado con fondos del Banco Mundial 
y emprendido en 1973. Sin embargo, en el caso del PIDER, la participación fue promovida 
ostensible y únicamente en la selección de inversiones públicas a nivel comunitario, no en 
la realización de los proyectos ( y eso sólo varios años después de que el proyecto habia sido 
emprendido) . Como indicó el detallado estudio de Cernea sobre el proceso de la participa­
ción bajo el PIDER, la falta de integración comunistaria en la fiscalización y control del pro­
ceso de realización del programa fue una de las debilidades centrales del mismo ( 1983: 25, 
61). Si bien en teoría el PIDER compartia el objetivo de COPLA.MAR, estimular la participa­
ción comunitaria para incrementar la responsabilidad de las agencias gubernamentales ante 
sus beneficiarios ostensibles, no proporcionó ningún medio para poder hacerlo consistente­
mente en la práctica ( Cernea, 1983: 43, 69). 
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nuevas "tiendas -campesinas" competirían con las tiendas privadas, que 
ofrecían más caros sus productos, pero no las sustituirían; las primeras 
venderían los alimentos básicos a precios 30% menores ( en promedio) 
que el precio de mercado rural prevaleciente. El precio del grano de 
CONASUPO-COPLAMAR era superior al precio subsidiado de las tortillas 
urbanas, pero el gobierno absorbía grandes inversiones en la infraes­
tructura de la distribución rural. 

Los precios al consumidor en las áreas rurales remotas eran con fre­
cuencia mucho mayores que los precios urbanos; dos razones esenciales 
lo explican: los altos costos de transportación y los sistemas de comer­
cialización frecuentemente ineficientes y no competitivos. El efecto real 
de la regulación sobre los precios al consumidor rural variaba en la 
práctica de acuerdo con el grado de aislamiento de la región respecto 
a los mercados urbanos, ya que mientras más alejada estuviera más 
probable era que su mercado de granos al menudeo no fuera compe­
titivo. Sin embargo, con frecuencia los comerciantes de granos eran 
también usureros, cuyos clientes se veían forzados, por la deuda pasada 
o por la posible necesidad de recurrir a préstamos en el futuro, a com­
prarles sus productos y así seguir manteniendo abierto su acceso al cré­
dito informal. Con frecuenci_a este círculo vicioso de dependencia eco­
nómica era reforzado por las ataduras tradicionales entre el cliente y 
el patrón. Por consiguiente, la regulación de los mercados rurales de 
granos no era un simple problema consistente en aumentar la compe­
tencia económica; requeriría la creación de alternativas viables a los 
complejos mecanismos de dependencia política y cultural, así como 
económica. 

Las tiendas rurales abastecidas por el gobierno sólo competían con 
los comerciantes privados minoristas en la última fase del proceso de 
comercialización. Los consumidores de mayores ingresos tendían a pre­
ferir los suministros de los minoristas privados, debido a que eran más 
estables, más variados y de marcas conocidas. El producto más impor­
tante distribuido por coNASUPo-coPLAMAR era el maíz, pero tendía a 
ser un alimento para animales importado de Est;;idos Unidos. Los con­
sumidores rurales organizados de México protestaron por esta varie­
dad de maíz amarillo que era muy inferior al maíz blanco mexicano, 
en particular porque el maíz importado llegaba con frecuencia muy 
deteriorado. Aquéllos que podían pagarlo, siguieron adquiriendo maíz 
blanco en las tiendas privadas. Por consiguiente, CONASUPO-COPLA:\\fAR 
competía con los minoristas del sector privado en un mercado segmen-
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tado, enfocando sus esfuerzos distributivos a los consumidores de más 
bajos ingresos. 

La cobertura efectiva de la población objetivo de coNASUPo-coPLA­

MAR, esencialmente el tercio más bajo en la distribución rural del in­
greso, estaba en parte determinada por la distribución geográfica de 
su cadena distributiva. CONAsuro-coPLAMAR construyó su cadena prin­
cipalmente en las áreas deficitarias en maíz de las zonas centro y sur 
del país. El proceso de selección geográfica era llevado a cabo prin­
cipalmente por los responsables de la política alimentaria -quienes 
usaban criterios bojetivos respecto a las necesidades- en vez de ser de­
cidido por los administradores o políticos, más inclinados a usar el pro­
ceso asignativo como una parte del tradicional sistema político pater­
nalista. Sin embargo, las presiones del sector electoralmente inclinado 
al sistema político eran fuertes y no pudieron ser resistidas completa­
mente.17 

La mayoría de los lugares para establecer almacenes fueron elegidos 
previa consulta con el Instituto Nacional Indigenista (rn1), organismo 
oficial y cercano aliado político de COPLAMAR. Asimismo, este último 
organismo consultó en privado a las organizaciones campesinas autó­
nomas regionales. Un funcionario directamente vinculado al proceso 
de selección de los sitios para ubicar los almacenes, estimó que cerca de 
30 de dichos sitios fueron deliberadamente seleccionados como parte 
de un intento de proveer de recursos económicos y de legitimidad polí­
tica a las nacientes organizaciones campesinas democráticas. Algunos 
de estos movimientos locales operaban dentro de la estructura del par­
tido político oficial, pero la mayoría eran independientes de los partidos 
políticos. Se pensaba que las medidas del programa para democratizar 
DICONSA se llevarían a cabo activamente y con mayor probabilidad en 
aquellos lugares donde la movilización popular estuviera ya en proceso. 

La ubicación de las tiendas en áreas marginadas era una condición 

17 Muchos políticos del partido gobernante presionaron fuertemente en favor de sus locali­
dades. Generalmente se rechazaban las peticiones si el área no cubría la definición oficial 
de COPLAMAR de zona marginada. Las decisiones estaban muy centralizadas por los refor­
mistas de nivel nacional en la Ciudad de México, en vez de involucrar la participación ofi­
cial de políticos más directamente receptivos a las élites regionales tradicionales, tales como 
los gobernadores de los estados. Si bien ellos intervenían en el proceso, lo hacían en un grado 
limitado. Según un alto exfuncionario de COPLAMAR, de los 200 lugares para ubicar almace­
nes originalmente presentados para su aprobación, un total de nueve fueron vetados por ra­
zones políticas, usualmente por gobernadores que no deseaban que una región rival recibiera 
los beneficios del programa alimentario. 
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necesaria pero no suficiente para garantizar el abasto de alimentos 
básicos al precio oficial a la población objetivo. DICONSA juzgaba el 
desempeño de sus gerentes regionales con criterios convencionales de 
ganancia y ventas, creando poderosos incentivos individuales e institu­
cionales para favorecer a las tiendas urbanas por encima de las rurales 
cuando los recursos que se le asignaban eran escasos. Los gerentes de 
sucursales preferían vender mayonesa en las capitales de los estados 
que maíz en el campo. Adicionalmente, muchos de los nuevos clientes 
rurales de mcoNsA eran indígenas; los funcionarios de coNASUPO-co­
PLAMAR de la ciudad de México informaban que los administradores 
de mcoNSA se sentían frecuentemente a disgusto por el hecho de ser 
responsables de sus actividades ante personas que consideraban étni­
camente inferiores. Los consumidores campesinos organizados eran una 
clientela nueva, pero no siempre bien recibida, para los funcionarios 
de DICONSA. 

Los funcionarios regionales también tenían poderosos incentivos eco­
nómicos para vender ilegalmente el grano subsidiado a comerciantes 
privados, quienes a su vez lo revendían en áreas remotas al doble o 
triple del precio oficial. Dado que coNASUPO proveía sólo cantidades 
lirnitadas del grano al programa de abastecimiento rural, incluso du­
rante el periodo de auge económico del país el suministro a los inter­
mediarios dejaba sin artículos. a las tiendas rurales. Los proc.edimientos 
de participación comunitaria fueron precisamente diseñados para crear 
una fuerza social que contrarrestara a nivel operativo esta tendencia 
inherente de sacar provecho de la situación. 

Los subsidios alimentarios al consumidor rural fueron efectivamente 
canalizados sólo cuando el programa CONASUPO-COPLAMAR pudo modi­
ficar la estructura de incentivos que moldeaba la conducta de los res­
ponsables de la política alimentaria a nivel operativo. Este cambio se 
indujo proporcionándoles recursos económicos y políticos a las comu­
nidades campesinas para crear contrapesos sociales que contrarrestaran 
el poder que tradicionalmente ejercían las élites locales sobre la polí­
tica de· desarrollo rural. 

coNASUPo-coPLAMAR cambió el marco en el cual las comunidades 
campesinas tenían que decidir si asumían los riesgos económicos y polí­
ticos, históricamente vinculados con la insistencia en una mayor res­
ponsabilidad del gobierno ante las comunidades campesinas. Como se 
discutirá más adelante, una diversidad de factores intervenían en la 
determinación del grado efectivo de pa:rticipación comunitaria, pero 
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el punto importante es que el suministro del subsidio alimentario por 
parte de coNASUPo-coPLAMAR requería de la acción colectiva de la 
comunidad en de/ ensa de sus intereses materiales inmediatos. 18 

Impulsar la acción colectiva popular representa un serio dilema para 
los políticos reformistas, ya que si la participación de los campesinos 
en el impulso del desarrollo rural es genuina, los reformistas no pueden 
estar seguros de que ellos usarán su nuevo poder meramente para se­
guir un camino predecible y dócil a través de los canales institucio­
nales establecidos. En el caso de CONASUPO-COPLAMAR, los políticos 
reformistas estaban dispuestos a correr los riesgos inherentes a promo­
ver una genuina política de participación comunitaria para contra­
rrestar el poder de las élites locales y las tendencias anticampesinas tra­
dicionales incrustadas en las agencias gubernamentales. 

Los planeadores de coNASUPO-CoPLAMAR afirmaban que la creación 
de nuevos representantes de los pobres del campo para negociar con el 
gobierno era el primer paso para atacar las raíces de la pobreza rural. 
Crearon un canal de expresión, legitimado oficialmente, para la insa­
tisfacción campesina, lo cual permitía a los políticos reformistas ubicar 
la estrategia de participación directamente en el marco del sistema po­
lítico establecido. Sin embargo, simultáneamente intentaron cambiar el 
sistema político induciendo la movilización de una nueva fuerza social 
para presionar por una mayor responsabilidad del gobierno frente a la 
mayoría de ciudadanos rurales de bajos ingresos. únicamente mediante 
esta estrategia de "sandwich", consistente en la presión coordinada so­
bre la agencia encargada de la política alimentaria desde arriba y desde 
abajo, podrían los reformistas promover el cambio económico y social. 

La puesta en marcha de la política alimentaria comenzó con la selec­
ción de promotores de los comités de abasto comunitario. La mayoría 

18 La acción colectiva es cualitativamente más dificil en las zonas rurales que en las urba­
nas. Las poblaciones están más dispersas y la comunicación es más difícil ( Olson, 1985). Es 
menos probable que los parvifundistas en lo individual identifiquen a un enemigo común 
claramente definido que, por ejemplo, los trabajadores industriales o de plantación. No obs­
tante, la gente del campo ha superado con frecuencia estos obstáculos cuando ,están unidos 
por fuertes lazos culturales y tradiciones comunitarias. El impedimento más importatne para 
la acción rural colectiva es la intensidad de la violencia que el gobierno y. el sector privado 
usen contra la gente del campo que ha identificado sus problemas comunes y quiere resolver­
los. México es uno entre varios países de Latinoamérica que se caracteriza por una libertad 
política relativamente mayor en las áreas urbanas que en las rurales (los otros países eran 
Brasil, Perú, Colombia, Guatemala, El Salvador, y Haití, en 1987). Acerca de la violencia 
política contra los campesinos en Oaxaca y Chiapas, dos de los estados más pobres de Mé­
xico, véase Amnistía Internacional (1986). 
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de los promotores de COPLAMAR veían con mayor frecuencia al partido 
_ político gubernamental como parte del problema que de la solución. 
Sin embargo, la mayoría de los promotores no eran miembros de los 
partidos políticos de oposición, sino que tendían a a ser activistas comu­
nitarios sin partido que veían en la consolidación de las organizaciones 
populares autónomas, más que en la política electoral partidista, la vía 
para la justicia social y la democratización de la sociedad mexicana. 

La misión esencial de los promotores era la de organizar las asam­
bleas comunitarias donde se eligiera a los representantes populares para 
supervisar y organizar las operaciones de DICONSA a nivel local y regio­
nal. El objetivo principal de las asambleas era crear una organización 
comunitaria nueva y democrática para acrecentar la responsabilidad 
de las agencias alimentarias del gobierno frente a sus beneficiarios. 

'Los promotores de coNASUPO-COPLAMAR eran presentados oficialmen­
te a las autoridades municipales y ejidales cuando comenzó el programa, 
pero dados los objetivos del mismo no es sorprendente que rara vez 
recibieran una cálida bienvenida.19 El proceso de elección de las autori­
dades en la mayoría de los ejidos y municipios rurales estaba muy vi­
ciado, y las élites locales, con fuertes intereses creados, no veían con 
buenos ojos la creación de nuevos grupos autónomos de presión. Un 
alto ex funcionario de COPLAMAR calculaba que 7C'P/o de los líderes mu­
nicipales y ejidales se oponían al funcionamiento del programa. En 
algunas comunidades remotas los promotores se tenían que reunir con 
los campesinos clandestinamente debido a las amenazas de violencia 
por parte de los jefes políticos locales (caciques), quienes insistían en 
que todos los programas gubernamentales fueran canalizados a través 
de ellos. Si bien los promotores en su calidad de empleados del gobierno 
eran relativamente inmunes a la represión de los caciques, ·no ocurría lo 
mismo con los campesinos.20 

Si una comunidad deseaba éstablecer una tienda rural tenía que 
decidir en una asamblea formal administrarla según los lineamientos 

19 Los derechos de uso de la tierra son cedidos por el gobierno a las comunidades ejida­
les, pero la tierra generalmente se trabaja en parcelas individuales. Los ejidos son institu­
ciones político-económicas que actúan simultáneamente como órganos de control guberna­
mental y de representación campesina. Aproximadamente la mitad de la tierra cultivable de 
México pertenece al sector afectado por la reforma agraria. 

20 Al menos dos líderes comunitarios que colaboraban con CONASUPO-COPLAMAR fueron 
asesinados (uno en Chiapas' y el otro en Tabasco), según otros líderes de los consejos de 
abasto comunitario. Un número mayor fue desalentado de participar mediante golpizas y 
amenazas. Véase, por ejemplo, los testimonios en Proceso (Ortiz Pinchetti, 1981). 
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expuestos por el promotor de CONASUPO-COPLAMAR. Las tiendas fun­
cionaban bajo el principio de corresponsabilidad, es decir, la comuni­
dad sería responsable de administrar la tienda y DICONSA se encargaría 
de abastecerla. Además, le correspondía a la comunidad encontrar el 
local apropiado para la tienda, y DICONSA proporcionaría el capital 
de trabajo con el cual comprar la mercancía. El primer paso era ele­
gir a seis campesinos para integrar el comité rural de abasto que se 
encargaría de supervisar la administración de la tienda. La asamblea 
también elegiría a su administrador, a quien se le pagaría una comisión 
de hasta 5% de las ventas. La asamblea acordaba acondicionar el 
local de la tienda y reunirse mensualmente para escuchar los informes 
del comité rural de abasto acerca del funcionamiento de la misma 
(DICONSA, 1982). 

La comunidad también acordaba mandar dos representantes, gene­
ralmente el presidente del comité rural de abasto y el administrador 
de la rtienda, a participar en reuniones en el almacén regional que abas­
tecía a la tienda. El consejo comunitario de abasto, constituido por 
los representantes de los comités rurales de abasto de los pueblos y los 
administradores de las tiendas, se reunía mensualmente. Su tarea era 
supervisar las operaciones del almacén y asegurarse de que fueran abas­
tecidas las varias docenas de tiendas rurales de su jurisdicción. Los 
consejos eran oficialmente considerados como "uno de los elementos 
.fundamentales para hacer del programa coNAsuro-coPLAMAR, un,o 
de responsabilidad compartida entre la comunidad y la institución" 
(Sistema C, septiembre de 1981: 32). La naturaleza de estos conse­
jos y el alcance de su poder fueron el aspecto central del conflicto polí­
tico en tomo al programa. 22 

21 Los indicadores cuantitativos de participación nacional proporcionan un punto de par­
tida. Por ejemplo, en julio de 1982 se efectuaron 95t% de las reuniones planeadas de los con­
sejos comunitarios de abasto. Estas reuniones contaban con la asistencia de 42% de los 
representantes esperados, 53% de los cuales eran administradores de tiendas y 311% eran re­
presentantes de los comités de abasto. Los administradores de las tiendas rurales .asistian con 
mayor regularidad porque vivían de las comisiones recibidas y, por tanto, tenían un interés 
directo en ser abastecidos. A casi todas las reuniones asistió personal de campo de cOPLAMAR, 

quien frecuentemente usaba los vehículos de la institución para trasladar a los representantes 
comunitarios a esos encuentros. De los comités rurales de abasto, 88'% informó que estaban 
satisfechos con el apoyo operativo de los promotores. Sin embargo, sólo 60% indicó que sus 
peticiones eran "adecuadamente atendidas" por el personal de los almacenes, lo que indi­
caba la resistencia de la burocracia para tratar con clientes organi2ados (01cONsA, 1982: 
13-14). . 

La información muestra que el patrón de participación no seguía la forma de una pirá­
mide simple, como se habia proyectado. El proceso de participación era muy desigual y 
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LA RESPUESTA DEL APARATO INSTITUCIONAL 

El programa coNASUPO-COPLAMAR creó una fuerza nueva dentro de la 
institución: una alianza coordinada entre los políticos reformistas de 
la Ciudad de México y los promotores comprometidos. A su vez, esta 
nueva fuerza se alió con los campesinos organizados en sus esfuerzos 
para presionar al resto de coNASUPO para llevar adelante la política 
alimentaria. De esta forma, el programa sólo tendría éxito en la me­
dida en que fuera capaz de hacer penetrar el conflicto social en dicha 
institución. Al legitimar las presiones reformistas sobre la burocracia 
tanto por parte de los responsables de la política alimentaria como por 
los consumidores beneficiados, la estrategia de "sandwich" de coNA­
suPo-coPLAMAR cambió la estructura de incentivos de la burocracia. 
Al mismo tiempo, sin embargo, los viejos intereses privados y burocrá­
ticos de la institución alimentaria continuaban en sus posiciones de 
poder y no permanecieron pasivos ante el desafío lanzado. 

La reacción del aparato institucional de coNASUPO era crucial para 
determinar lo que los promotores podrían hacer o no, así como si las 
tiendas rurales serían efectivamente abastecidas. La respuesta, por tan­
to, de los gerentes de sucursal de mcoNsA, usualmente encargados de la 
distribución al menudeo de alimentos en todo un estado, era decisiva. 
Podían bloquear el alcance del programa y además se encargaban de 
asignar los recursos entre las ti_endas rurales y urbanas a nivel estatal. 
La administración de DICONSA se resistía generalmente a compartir el 
poder con los representantes comunitarios campesinos2 pero el elemento 
clave fue hasta qué grado era ello posible.22 

probablemente inexistente en muchas áreas. Muchas, tal vez la mayoría de las reuniones de 
los consejos comunitarios de abasto no involucraban la participación mayoritaria de las co­
munidades en sus regiones. Sin embargo, estas cifras indican que con sólo dos años de fun­
cionamiento, el programa había logrado un grado importante de participación en una mino­
ría de los pueblos seleccionados. 

22 La resistencia de los gerentes de sucursal fue muy frustrante para los políticos reformis­
tas de la Ciudad de México, pero había poco que estos últimos pudieran hacer. Usualmente 
los gerentes de sucursal eran elegidos por el director de CONASUPO en acuerdo con los go­
bernadores estatales. Según un alto ex funcionario regional, los gerentes de sucursal de DICONSA 

usaban una amplia gama de tácticas para bloquear a los consejos comunitarios de abasto, 
incluyendo la división arbitraria de los distritos en donde se ubicaban los almacenes con el 
fin de dividir a las comunidades aliadas, y la prohibición de que los transportes de la insti­
tución llevaran a los líderes comunitarios a reuniones desde áreas alejadas. Los gerentes más 
asequibles permitían a los camiones llevar a las reuniones, pero hacían que se excluyera a 
los campesinos "revoltosos". Se sabía, además, que en algunas zonas los gerentes intervenían 
en los asuntos internos de los pueblos y de los comités regionales; algunos pudieron evitar 
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La reacción contra los esfuerzos de organización comunitaria empezó 
a crecer poco después de que el programa fuera puesto en marcha. Los 
comerciantes protestaron, así como las autoridades políticas que sim­
plemente temían la organización campesina democrática de cualquier 
índole. Las quejas provenientes de gobernadores, alcaldes, comisarios 
ejidales y comerciantes privados acusaban al programa de estar "infil­
trado por comunistas". Como un político reformista frustrado lo expre­
só: "a toclo lo que tuviera relación con la organización de los campe­
sinos para defender sus intereses se le catalogaba como comunista. A ' 
cualquiera que trajera la Constitución bajo el brazo, se le llamaba co­
munista". 

Los responsables del programa CONASUPO-COPLAMAR manejaron las 
presiones políticas mediante acciones evasivas, en vez de la confronta­
ción directa. Primero fueron despedidos 50 de los 300 miembros del 
personal de promotores originales, pero hacia el final de los dos pri­
meros años del programa 400 de un total de 600 promotores fueron 
sustituidos, según un ex administrador de alto nivel. Pero no todos fue­
ron despedidos; algunos se desmoralizaron po·r las purgas efectuadas, y 
renunciaron. Los restantes miembros del personal original dieron una 
efectiva pelea de retaguardia. Los reformistas nunca fueron excluidos 
totalmente, ni aun en el nivel de los responsables de las decisiones, y se 
protegieron a sí mismos alejándose de una discusión explícita del cam­
bio social a una basada en un enfoque más técnico y operativo. Los 
"promotores" se convirtieron en "supervisores operativos", integrán­
dose más el personal de coPLAMAR a la estructura de mcoNsA.23 

A pesar del conflicto político que rocleaba al programa, la reacción 
de la estructura tradicional de poder, dentro y fuera de la burocracia, 
fue muy débil y llegó muy tarde para hacer retroceder muchos de los 
movimientos impulsados por el proceso de participación comunitaria. 
En aquellas áreas en que la promoción no pudo proveer los recursos 

que los promotores trabajaran con las organizaciones campesinas autónomas. En ciertos casos, 
los abastos limitados se canalizaban sólo a pueblos dóciles, y por tanto favorecidos, en un 
intento por dividir al consejo de abasto regional y crear una clientela para el gerente de 
sucursal. 

23 El tono defensivo de una de las pocas evaluaciones oficiales del programa, revela la 
tensión política existente a finales de 1982. "La esencia original y en efecto la única meta 
formal del programa entero es la de garantizar el destino final y el precio de los productos . •• 
No es inútil insistir que la estrategia en su conjunto -especialmente el aspecto de partici­
pación comunitaria- fue diseñada para cumplir esa meta, y no otra (DICONSA, 1982: 19; 
subrayados en el original) . 
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para la organización comunitaria, o donde la distribución de alimen.; 
tos no era un problema apremiante ( como en muchas de las regiones 
productoras superavitarias de granos), la participación comunitaria 
no pudo darse. Sin embargo, en muchas de las regiones deficitarias 
productoras de granos, aunque los "supervisores operativos" modera­
ron sus actividades o fueron reemplazados, el impulso del proceso de 
movilización no requería de "agitadores externos" para sostenerse a 
sí mismo. En muchas áreas de necesidad acuciante, donde las comuni­
dades tenían una historia de organización en defensa de sus intereses, 
el proceso organizativo fue emprendido por las propias comunidades. 

LA POLÍTICA DE ALMACENAMIENTO 

La integración de los niveles de participación comunitarias y regiona­
les por parte de coNASUPo-coPLAMAR, convirtió a los simples alma­
cenes en puntos centrales de conflicto respecto a la asignación de re­
cursos esenciales.2' Las decisiones importantes tomadas en el nivel de 
almacén incluían cómo asignar los alimentos, los camiones, el personal 
de campo, los trabajadores y el capital de trabajo. Las comunidades 
tenían el poder oficial para designar a los trabajadores del almacén 
y a los conductores de los camiones; eran considerados empleados de 
las comunidades, en parte para evitar que se sindicalizaran y deman­
daran un mayor sueldo de mcoNsA, pero también para hacer depender 
la seguridad de su empleo del servicio que prestaran a las comunida­
des. Los funcionarios de coNASUPO-COPLAMAR sostenían que las comu­
nidades requerían tener influencia para estar seguros de que los con­
ductores de los camiones y los cargadores cumplieran efectivamente 
con su trabajo. Donde los consejos comunitarios de abasto carecían de 
participación, estos empleos volvieron al patemalismo tradicional. En 
cambio, donde los consejos sí eran efectivos, luchaban y con frecuencia 
ganaban el derecho adicional de contratar y despedir a los empleados 
de mcoNsA, incluyendo a los administradores de los almacenes y a los 
supervisores operativos. 

Estas decisiones cruciales respecto al personal dependían de la corre-

24 Las oportunidades de desarrollo rural son con frecuencia bloqueadas por las élites que 
operan a nivel regional, impidiendo la integración política y económica con el resto del 
país (Bartm. 1975; Gordillo, 1980, 1986). Pocos programas de participación social ostensible 
generan efectivamente la participación regional, la cual es crucial para la creación de contra· 
pesos efectivos para la defensa de los intereses campesinos. 
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!ación de fuerzas entre los consejos y los gerentes de sucursal de DICON­
SA, la cual era algunas veces afectada por la intervención de los polí­
ticos reformistas de la Ciudad de México.25 ¿ Con qué frecuencia se 
dio realmente la democratización de la distribución alimentaria? Una 
amplia gama de ex funcionarios de coNASUPO-COPLAMAR, de organi-
1.adores del movimiento campesino y de líderes locales, concidían en 
que a los finales del gobierno de López Portillo aproximadamente 50 
de los entonces 200 almacenes de coNASUPO-COPLAMAR eran supervi­
sados efectivamente por consejos comunitarios de abasto democráticos. 
Tal vez otros 50 eran influidos por un proceso de movilización demo­
crática. La "supervisión efectiva" de los almacenes no quiere decir que 
todas las tiendas de aquellas regiones estuvieran bien surtidas con pro­
ductos de calidad. 

La participación a nivel regional era una condición necesaria, pero 
no suficiente, para el aprovisionamiento completo, ya que muchas de­
cisiones acerca de la asignación de los recursos se tomaban en otro lugar 
del aparato de coNASUPO. La supervisión efectiva no significaba que 
las decisiones básicas tomadas a nivel de almacén fueran hechas por el 
consejo comunitario de abasto o de acuerdo con él. 

¿EN DÓNDE FUNCIONÓ EL PROGRAMA CONASUPO-COPLAMAR? 

El programa no atacó abiertamente a la estructura local de poder, pero 
creó la oportunidad para que los campesinos lo hicieran. Por supuesto, 
había muchas zonas donde los mismos caciques, o las organizaciones 
oficiales de campesinos, pudieron bloquear o controlar el programa. 
Esto es lo que era de esperarse de un programa surgido en las oficinas 
de los políticos reformistas de la Ciudad de México en vez de uno creado 
para responder a las demandas campesinas desde abajo. Sin embargo, 
en aquellas zonas donde las organizaciones campesinas democráticas 
ya existían, o donde las condiciones eran propicias para su forma­
ción, el programa CONASUPO-COPLAMAR contribuía normalmente a su 
consolidación (por ejemplo en los estados de Guerrero, Michoacán, 
Nayarit, Oaxaca, Puebla, Veracruz, Tabasco y Yucatán). La resis-

25 Con frecuencia los políticos reformistas de CONASUPO-COPLAMAR estaban indecisos entre 
el imperativo institucional de defender la última palabra de la agencia acerca de su perso­
nal, y el saber que los enemigos de los consejos comunitarios de abasto eran generalmente 
también sus oponentes en la lucha interna por el poder, 
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tencia generada por este proceso provenía no sólo de las élites locales 
privadas o del sector público, sino también· de los poderosos intereses 
creados dentro de la coNASUPO. 

El programa funcionaba mejor donde la necesidad de grano era 
mayor; la participación en él era más importante para los consumi­
dores rurales que carecían de la tierra necesaria para, al menos, ser 
autosuficientes. Entre las muchas regiones deficitarias en granos de Mé­
xico, el programa funcionó mejor donde ya existía un naciente movi­
miento social, en espera de la oportunidad para crecer y expandirse. 

¿ Pero dónde encuentran los oprimidos y agobiados por la pobreza 
los recursos para movilizarse en defensa de sus intereses? Esta pregunta 
continúa desconcertando a los estudiosos de las ciencias sociales. Mu­
chos centran la discusión sobre si la estructura del tejido social impulsa 
a la gente a reunirse para discutir sus problemas y buscar soluciones 
para enfrentarlos. La cultura indígena es uno de los recursos más im­
portantes para las iniciativas de desarrollo controladas localmente.26 

Cinco siglos de conquista han erosionado profundamente las rela­
ciones sociales tradicionales en muchas zonas, sin embargo, muchas 
comunidades indígenas del centro y sur de México conservan aún sus 
vibrantes y no occidentales lenguas, formas de autogobiemo y sus rela­
ciones económicas cooperativas. Este sentido de la solidaridad se re­
produce a través de una lucha continua en defensa de los derechos tra­
dicionales a la tierra y a los recursos naturales. 

El programa coNASUPO-COPLAMAR tuvo sus mayores éxitos como 
promotor de la participación donde los campesinos ya tenían la capa­
cidad de movilización democrática, y esas áreas eran primordialmente 
indígenas; el estado de Oaxaca fue el caso más notable. 

LA EXPERIENCIA DE LOS CONSEJOS COMUNITAR1iÓS DE ÜAXACA 

El programa fue particularmente bien recibido por las comunidades 
indígenas del empobrecido estado sureño de Oaxaca. La gran mayoría 
de los ciudadanos de ese estado son productores rurales de subsistencia 
( CEPAL 1982; coPLAMAR, 1982). Por tanto, el acceso a alimentos 
básicos subsidiados, tales como maíz, frijol, aceite para cocinar, sal y 

26 Véase, por ejemplo, MacDonald ( 1985) y Stephen ( 1988). Para una visión general 
de lo$ movimientos indígenas en México, véase Mejía Piñeros y Sarmiento Silva ( 1987), 
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azúcar puede producir un efecto significativo en el nivel de vida de esa 
población. · · 

Los consejos comunitarios de abasto de Oaxaca se reunieron por vez 
primera en 1982, cuando veinte de ellos ( de un total de 25) se cons­
tituyeron en una coordinadora estatal para negociar con DICONSA el 
suministro de más y mejores productos, y la libertad de organizarse 
con independencia del gobierno. Se reunieron por primera vez en la 
víspera de una visita planeada por el presidente López Portillo para 
inaugurar uno de los nuevos almacenes. Según uno de los líderes del 
consejo comunitario, "viendo las anomalías que mcoNsA siempre uti­
lii.a para tratar de engañar a los campesinos, abarrotando de mercan­
cía un almacén para dar la impresión de que todos lo están así, deci­
dimos cerrar los almacenes con 72 horas de anticipación, para que así 
no pudieran llenarlos en el último minuto. Ibamos a dejar que el li­
cenciado López Portillo entrara e inaugurara el almacén, pero quería­
mos que él viera cuáles eran las condiciones reales" (El Día, 24-rn-
84). Como resultado, las autoridades de DICONSA firmaron un acuerdo 
formal con siete presidentes de consejo, en representación de los 25 
consejos de Oaxaca. 

Los años 1982 y 1983 fueron un periodo de transición crucial para 
la naciente cadena de almacenes a lo largo del estado, señalándose 
continuos problemas de abastecimiento y solicitando auditorías perió­
dicas. Sin embargo, el entonces conservador gobierno estatal tomó me­
didas enérgicas y la organización campesina fue rota. No obstante, 
·pronto· se reagrupó el liderazgo campesino, formando la Coordinadora 
de Consejos de Abasto de Oaxaca en octubre de 1983. Para 1985, la 
coordinadora aseguraba representar 856 comunidades, con más de 
1.4 millones de consumidores de bajos ingresos.27 

En 1985 la coordinadora empezó a organizar el primer organismo 
nacional de consejos comunitarios de abasto democráticos, en un es­
fuerzo por lograr una posición negociadora común frente a DICONSA. 
El primer encuentro reunió a delegados de más de cien consejos, re­
presentando cerca de un tercio de los 12 000 pueblos atendidos por el 
programa. El movimiento campesino, que fortalecía crecientemente su 
autonomía, encontró hostilidad por parte de altos funcionarios de m­
CONSA que previamente habían simpatizado con él. Las medidas adop-

27 Véase para la historia detallada de las actividades de la Coordinadora, la cronología 
reproducida en El Día, 31-vm-84, 
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tadas por dichos funcionarios tuvieron éxitos no sólo en bloquear la 
organización campesina nacional, sino también para dividir la del es­
tado de Oaxaca. En retrospectiva, parece ser que el movimiento de 
los consejos comunitarios no estaba suficientemente consolidado como 
para acometer una empresa de mayor beligerancia. 

Una vez que habían podido organizarse autónomamente a nivel re­
gional e incluso a nivel estatal como consumidores, los campesinos de 
Oaxaca aprovecharon la nueva "energía social" y el espacio político 
para organizarse también como productores.28 En 1984 la coordina­
dora de Oaxaca abasteció de 18 000 toneladas de fertilizantes a los pro­
ductores campesinos a lo largo del estado, lo cual pudo realizarSe al 
proporcionar las comunidades el capital necesario y mcoNsA los me-

, dios de transporte. Los fertilizantes se vendieron al 60%, aproximada­
mente, del precio fijado por BANRURAL, el banco agrícola del.gobierno. 
A pesar de los problemas operativos debidos a la falta de experiencia 
administrativa, la coordinadora fue aún más eficiente que dicho banco 
gubernamental, al cual los campesinos consideran una institución pa­
rasitaria. Sin embargo, las autoridades de mcoNsA retiraron el acceso 
a los medios de transporte, socavando abruptamente el nuevo progra­
ma de abasto de fertilizante.29 

La experiencia del programa anterior condujo a los consejos comu­
nitarios de abasto de Oaxaca a formar sus propias organizaciones re­
gionales autónomas de productores, siendo su objetivo utilizar el mayor 
poder de negociación para conservar una proporción más grande del 
valor mercantil de sus productos.ªº Estos esfuerzos fueron particular-

28 La noción de "energía social" está basada en Hirschrnan ( 1984) ; este proceso también 
corresponde a su idea de una "secuencia de desarrollo invertido". Los campesinos oaxaqueños 
no habían podido organizarse corno productores hasta que lo hicieron corno consumidores, 
contradiciendo así los supuestos econornicistas que consideran a la producción corno necesa­
riamente determinante de los resultados políticos. 

29 Reportes preliminares en 1986 indicaban que con un nuevo gobierno estatal más abier­
to y en respuesta a la competencia popular, el BANRURAL realizaba esfuerzos por mejorar 
sus servicios. Este banco ha recibido relativamente poca atención de parte de investigadores 
independientes. Para algunos análisis, véase Austin y F ox ( 198 7) ; F ox ( 1986) ; Gordillo 
(1988); Rello (1987) y Pessah (1987). 

30 La estrategia de bloquear los mecanismos tradicionales de extracción de excedente, cam­
biando los "términos de intercambio" tanto políticos corno económicos, fue articulada bási­
camente a nivel nacional por la UNORCA (Unión Nacional de Organizaciones Campesinas 
Autónomas). Esta unión representa un nuevo elemento político en el campo mexicano. Agru­
pando tanto a organizaciones nominalmente oficiales corno a organizaciones independientes. 
Muchos grupos de productores de UNORCA se vieron fortalecidos por la alianza con consejos 
comunitarios. Para la estrategia de UN ORCA véase Gordillo ( 1988; 198 7). Para un análisis 
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mente importantes debido a la vulnerabilidad de los consejos comuni­
tarios a los cambios en la política gubernamental y a la pérdida de 
aliados de élite. Esta experiencia muestra que la participación popular, 
incluso cuando se canaliza estrechamente a través de los programas de 
gobierno, puede tener una gama de consecuencias no esperadas, inclu­
yendo· la aparición de esfuerzos más autónomos para construir empre­
sas económicas democráticas para defender la seguridad alimentaria 
de los pobres. 

Los CONSEJOS COMUNITARIOS y EL CAMBIO POLÍTICO 

En el curso de las transiciones presidenciales de México ocurren cam­
bios drásticos en los programas y en el personal de los organismos en­
cargados de ponerlos en práctica, por lo que no era en modo alguno 
claro que CONASUPO-COPLAMAR sobreviviera al cambio de 1982. Su 
enfoque de "corresponsabilidad" corresponde al énfasis retórico del 
nuevo gobierno acerca de la "descentralización regional y la planeación 
democrática". 

El enfoque selectivo del programa también lo hacía muy defendible 
yá que había muchas otras partidas presupuestales más cuantiosas y 
más ineficientes para que los tecnóc'ratas entrantes las recortaran. La 
corriente política que supervisó la transición de los programas sociales 
era sensible al costo político potencial de retirar el apoyo estatal al 
abasto alimentario de· miles de comunidades organizadas.31 Como un 
político reformista lo expresó: "mi lucha ideológica era mostrar que 
es más barato tomar la bandera de las luchas populares que enfren­
tarse a ellas. En otras palabras, es más barato que comprar armas". La 
implicación era que si los canales "legítimos" se cerraban después de 

del movimiento de dicha uni6n, véase Fox y Gordillo ( 1988). Para los estudios de caso y 
las historias orales de los miembros de UNORCA, véase el suplemento semanal "Del campo 
y el campesino" del diario El Día, 1984-1986. · 

SI El director de DICONSA en el gobierno del presidente de la Madrid (1982-1988), Raúl 
Salinas de Gortari, era un funcionario que había ascendido con gran rapidez; tenía expe­
riencia en la promoción de la reforma agraria en el programa rural de construcción de ca­
rreteras, en los primeros años de la década de los años setenta. También es el hermano de 
Carlos Salinas de Cortari, secretario de Programación y Presupuesto del presidente De la 
Madrid y candidato del partido gobernante a las elecciones presidenciales de 1988. Puede 
haber considerado importante el enfoque de la "concertación social" para sus ambiciones 
presidenciales a largo plazo. Para profundizar en su análisis del desarrollo rural, véase Salinas 
de Gortari (1982). 
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que el proceso de participación se había puesto en marcha, las comu­
nidades campesinas podrían buscar entonces otros medios para solucio­
nar los problemas que los agraviaban. 

El presidente López Portillo dejó el poder en medio de la desapro­
bación generalizada y COPLAMAR desapareció con él, pero el programa 
de distribución alimentaria rural fue completamente absorbido por 
DICONSA. Este programa continuó incrementando su importancia den­
tro del sistema público de distribución de grano, a pesar de la crisis 
económica posterior a 1982. Para 1985, el número de tiendas rurales 
que DICONSA consideraba eran administradas por las comunidades .se 
había elevado a 12 272; al mismo tiempo, la proporción de alimentos 
básicos distribuidos por DICONSA en el campo era de 29%, por encima 
del 10.5% que le correspondía en 1978 (mcoNsA, 1986 : 9). Esta pro­
porción más alta indicaba que, en términos relativos, el programa rural 
de DICONSA se había vuelto una parte aún más importante del con­
junto de políticas de desarrollo rural del gobierno.32 

Los consumidores rurales organizados habían conquistado un mar­
gen limitado de poder de veto; el programa había generado una fuerza 
de presión. . 

En la práctica, el programa fue llevado a cabo dependiendo princi­
palmente del nivel de movilización de las comunidades campesinas 
para luchar por sus objetivos contra los funcionarios reticentes. Pero 
la movilización campesina requería usualmente del apoyo activo de los 
políticos reformistas para que tuviera éxito. 

En el largo plazo, lo más importante es que los campesinos aprove­
charon los procedimientos de participación del programa para cons­
truir sus propias organizaciones rep'1'esentativas, cuyas actividades y 
alcanées no se limitaron a los márgenes originalmente definidos por los 
responsables de la política económica. 

32 Después de la caída del precio del petróleo todos los subsidios alimentarios globales co­
menzaron a retroceder, incluso fue cancelado el muy sensible subsidio a la tortilla. Su elimi­
nación fue manejada políticamente mediante la creación de "tortibonos". Estos fueron dis­
tribuidos a través de las tiendas y lecherías de CONASUPO ubicadas en colonias de bajos in­
gresos; así como por medio de los sindicatos progobiernistas y el partido político gobernante. 
Este sistema de distribución tomó como modelo la "selectividad social" del sistema urbano 
de distribución de leche liquida, cuya cobertura es de más de un millón de familias que per­
ciben menos de dos veces el salario mínimo. Si bien el sistema de tortibonos fue un serio 
reto operativo para CONASUPO, y el número de ellos distribuidos durante su primer año fue 
fundamentalmente simbólico, se proyectaba u~ crecimiento y consolidación importante de él 
en 1987. Las perspectivas de un acceso equitativo a ellos depende, en gran medida, de la 
disposición gubernamental para negociar con las comunidades autónomas y democráticas. 
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La experiencia de CONASUPO-COPLAMAR sugiere que la fuerza con­
ductora de la democratización de la política social es la interacción 
recíproca entre los reformistas del Estado y los movimientos sociales.33 

Este resultado depende fundament_almente de dos factores esencia­
les. El primero es la capacidad de los movimientos sociales para la mo­
vilización democrática. Los movimientos sociales democráticos son re­
presentativos de sus afiliados y se movilizan para lograr que el gobierno 
se responsabilice más de sus acciones ante el pueblo. Su capacidad para 
defenderse de las amenazas gemelas, represión y captación, depende 
principalmente de su margen de autonomía respecto a la interferencia 
externa en el proceso de toma de decisiones.34 

Los derechos democráticos deben ser conquistados, no recibidos como 
obsequio; pero es importante la libertad y capacidad de organizarse 
para obtenerlos. Por consiguiente, el segundo factor esencial es el grado 
en el cuál los reformistas, ubicados estratégicamente dentro del Estado, 
tengan la capacidad para tomar iniciativas democráticas._ Se define 
aquí a los reformistas como agentes estatales que expresan su preocu­
pación por la estabilidad política en el largo plazo a través de su dis­
posición de negociar con los movimientos sociales relativamente autó­
nomos. Deben estar localizados estratégicamente para ser efectivos, 
tanto en las instancias ejecutivas locales como nacionales; de otra 
forma, no es probable que controlen realmente la asignación de im­
portantes recursos económicos o políticos. El recurso político más 
importante que pueden ofrecer es crear el espacio para la movilización 
democrática, proporcionándole cierto grado de protección frente a la 

. represión del sector público y del sector privado. El más importante 
recurso económico que pueden proporcionar es un incentivo material 
inmediato para la acción colectiva popular, lo que usualmente requiere 
del control operativo sobre la realización de la política económica. Los 
reformistas deben estar ubicados estratégicamente tanto a nivel local 
como nacional para asegurarse de que realmente alcanza1án a los mo­
vimientós populares. 

33 La democratización se entiende aquí como un proceso en que el gobierno es creciente­
mente responsable de sus actos ante la mayoría de los ciudadanos. Dicho proceso es inheren­
temente dinámico y relativo, en contraste con las nociones convencionales que lo conciben 
como un "estadio final". 

34 Para una discusión más amplia de los problemas de la representación, la participación 
y la organización independiente del Estado, véase Fox (1987). 
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CONCLUSIONES 

Los consejos comunitarios de abasto de México promovieron la amplia 
participación en lo que es el programa de subsidios alimentarios al 
campo más importante de Latinoamérica. En muchas de las regiones 
más empobrecidas del campo mexicano, los consejos comunitarios de 
abasto foeron la primera .organización democrática a nivel regional 
de cualquier índole. Los esfuerzos de abasto alimenticio al campo tu­
vieron é,dto únicamente donde los campesinos fueron capaces de mo­
vilizarse de manera democrática y autónoma para contrarrestar a las 
élites regionales atrincheradas en sus posiciones de poder. Asombro­
samente, a pesar de la oposición política y de las reducciones en una 
amplia gama de otros programas sociales, los consejos comunitarios de 
abasto sobrevivieron por lo menos los cinco primeros años de la crisis 
económica de México. La movilización y el conflicto político moldea­
ron el aceso a la alimentación y permitieron que el programa sobre­
viviera la transición de un impetuoso auge de "suma positiva", a una 
prolongada crisis de "suma cero". 

La experiencia de los consejos· comunitarios de México plantea una 
pregunta más amplia: ¿ cómo puede reconciliarse la justicia social con 
las presiones de la austeridad económica? Los enfoques populistas del 
pasado ya no son viables económica o políticamente. Tradicionalmen­
te, "más Estado" fue la solución, al ·subsidiar las grandes y privilegia­
das burocracias primero a los sectores urbanos, llegando, en el mejor 
de los casos, ,los recursos a cuentagotas a los campesinoo más pobres. 

Las políticas del pasado favorecieron los subsidios generalizados2 por. 
ejemplo, todas las :tortillas vendidas en las ciudades, toda la gasolina, 
la educación2 etcétera. En el marco de la persistente crisis económica 
de Latinoamérica, los subsidios ya no pueden distribuirse en térmi­
nos de un "juego de suma positiva" en el que muchos grupos sociales 
pueden beneficiarse en alguna medida, independientemente de su si­
tuación económica. El reto actual de la política social es desarrollar 
una selectividad socialmente responsable en la asignación de recursos. 
Por ejemplo, si el presupuesto de salud no puede aumentar, ¿ deberán 
los recursos canalizarse a hospitales urbanos intensivos en capital, o a 
la atención primaria de la salud en el campo? ¿Deberá el presupuesto 
educativo destinarse a los burócratas o a los profesores de primaria? 
Si los recursos energéticos son limitados, ¿ deberán servir para propor­
cionar gasolina barata a los privilegiados automovilistas o a los me-
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dios masivos de transporte? Si el presupuesto alimentario es limitado, 
¿deberá apoyar los productos básicos o los no básicos (por ejemplo, 
frijoles frente a huevos)? Si la crisis económica elimina los subsidios 
tanto a los productores como a los consumidores y el Estado debe man­
tener altos los precios de garantía para evitar escasez de alimentos, 
¿ podrán los programas de subsidios alimentarios selectivos atenuar 
el impacto sobre la población de menores ingresos? 

¿ Cómo podrán los estados de América Latina proveer las necesi­
dades humanas básicas de sus más vulnerables poblaciones sin forta­
lecer el desperdicio burocrático? La experiencia mexicana de los con­
sejos comunitarios de abasto muestra que la realización de una política 
alimentaria controlada por sus beneficiarios puede asignar recursos 
crecientemente escasos con eficiencia y equidad. El reto es que los "es­
tados debilitados" canalicen dichos recursos hacia organizaciones loca­
les democráticas y autónomas de la población de más bajos ingresos. 
Sin embargo, a menos que estos grupos tengan la libertad y la capaci­
dad para incorporarse al proceso de negociación política, intereses· más 
privilegiados tendrán, inherentemente, acceso prioritario a los mismos 
recursos. El hambre no puede ser eliminada hasta que los hambrien­
tos _sean capaces de participar efectivamente en el conflicto político 
acerca de quién ha de beneficiarse de la acción gubernamental. 
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